
HONORABLE DIPUTACIÓN PERMANENTE: 

Las y los INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL de la 66 Legislatura Constitucional del Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Tamaulipas, con fundamento en los artículos 71 fracción 111 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 58 fracción XV 64, 

fracción 1, de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas; 67 párrafo 1 inciso 

e) y 93 numerales 1, 2 y 3, inciso e) de la Ley sobre la Organización y 

Funcionamiento Internos del Congreso del Estado Libre y Soberano de 

Tamaulipas, comparecemos ante este cuerpo colegiado para promover 

INICIATIVA CON PROYECTO DE PUNTO DE ACUERDO. 

OBJETO 

La acción legislativa que nos ocupa, tiene por objeto que el Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Tamaulipas, emita un Punto de Acuerdo para promover una 

Iniciativa ante el Congreso de la Unión, para reformar la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, el Código Nacional de Procedimientos Penales, la 

Ley General de Víctimas, y la Ley de Cámaras Empresariales y sus 

Confederaciones para reconocer también como Víctimas a las asociaciones civiles 

y cámaras empresariales, en que se afecten los bienes jurídicos de sus asociados 

y afiliados por hechos delictivos, y con ello habilitarles una mayor participación 

social y jurídica dentro del proceso penal para combatir de manera decidida con la 

sociedad civil el delito de extorsión, y disminuir su impunidad, y asímismo en 

defensa de la protección del inocente, se establezcan medidas para la reserva de 

identidad de las víctimas directas. 
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En las últimas semanas, se ha dado a conocer el lanzamiento de una Estrategia 

Nacional Contra la Extorsión, desde el Gabinete de Seguridad del Gobierno 

Federal, misma que dentro del marco legal vigente, implementa nuevos enfoques 

y medidas para propiciar una mejor coordinación entre autoridades de distintos 

niveles de gobierno para atender a las víctimas, así como medidas concretas para 

prevenir afectaciones a su patrimonio, y perseguir, y procesar con agilidad, a las 

redes que participan de la comisión de este delito en sus diversas modalidades. 

Asimismo se ha presentado una Iniciativa de reforma a la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, por parte de la Presidenta de la República Claudia 

Sheinbaum Pardo para que el Congreso de la Unión pueda emitir una Nueva Ley 

Nacional para combatir dicho delito, y con ello homologar y coordinar de mejora 

manera los esfuerzos de las Fiscalías General de la Repúblicas y de las Entidades 

Federativas. 

Dentro de las razones que han impulsado tal reforma, se encuentra el 

públicamente reconocido incremento en los índices delictivos a nivel nacional de 

este delito, mismo que de acuerdo a las cifras oficiales aumentó, 57.6% durante el 

sexenio del Presidente Andres Manuel López Obrador; según se evidencia en la 

exposición de motivos de la Iniciativa de la Presidenta Claudia Sheinbaum Pardo. 
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Asimismo conforme a las cifras del Instituto Nacional de Geografía y Estadística, 

INEGI, derivadas de la Encuesta Nacional de Victimización a Empresas, la 

extorsión representa hoy en día el delito con mayor incidencia que sufrieron las 

unidades económicas, 747 000 delitos de extorsión, representando 1562 por cada 

100,000 Unidades Económicas en 2023, lo cual representa una especie de 

impuesto adicional para la operación de empresas en el país, sin importar su 

tamaño o giro. 

En virtud de lo anterior resulta necesario y conveniente que como Congreso del 

Estado de Tamaulipas, en el contexto de una amplia discusión nacional que 

ocurrirá en los siguientes meses sobre dicho flagelo social, podamos aportar al 

Congreso de la Unión propuestas concretas que logren fortalecer el marco legal, 

para lograr con efectividad el derecho de las víctimas a la restitución de todos sus 

derechos. 

Una de las diversas explicaciones brindadas acerca del incremento de este delito, 

radica en el incremento de la efectividad de la amenaza que los perpetradores 

ejercen sobre sus víctimas, es decir; podemos aseverar que la efectivdad en la 

seriedad y riesgo de una amenaza realizada sobre un comerciante, profesionista o 

ama de casa sobre su vida, salud o libertad de sus seres queridos; es 

directamente proporcional a la situación de seguridad percibida por las víctimas en 

sus entornos. 

De tal suerte que en aquellas poblaciones y entornos sociales en la que la 

incidencia y percepción de inseguridad ha incrementado, y que es notable en 

entidades como el Estado de México, Jalisco, Michoacán, Veracruz, Tabasco, 

Guanajuato, Chiapas, Guerrero, Sinaloa, o Tamaulipas; principalmente 
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relacionado con actos originados por actividades de la delincuencia organizada, 

como explosiones, incendios en negocios, viviendas y vehículos, homicidios, 

secuestros, desapariciones, o bien la incidencia propia de la extorsión, en dichas 

comunidades las víctimas resultarán más propensas de acceder a las exigencias 

de los delincuentes, y por ende terminarán "pagando la cuota" requerida con tal 

evitar padecer un sufrimiento mayor; reflejándose con lo anterior la enorme 

relación que guarda la extersión con la proliferación de la delincuencia organizada. 

De igual manera, la proliferación del delito se relaciona también con el nivel 

impunidad con el que actúan las bandas de la delincuencia organizada, primero al 

no denunciarse los hechos, mismos que de acuerdo a diversos cálculos deiiNEGI 

la cifra negra constituye un 90% de la incidencia 1• y que lamentablemente en 

muchas ocasiones, les sirve de pretexto a las autoridades para negar el problema, 

e incluso en aquellos casos en que si son denunciados los hechos, nunca 

culminan en una sentencia. 

En función de lo anterior, dicha conducta antisocial se aprovecha de que al recibir 

las personas las amenazas de los delincuentes en sus domicilios, y enterarse que 

algunos de sus vecinos, o bien comerciantes se enteran que colegas agremiados 

han sido víctimas de diversos delitos graves presuntamente por haberse negado a 

pagar dicho "derecho de piso", concluyen de manera lógica que lo más prudente 

es no denunciar, pues aún en caso de hacerlo, muy probablemente la misma no 

resultará en una investigación que le haga justicia, o peor aún; derivado de 

infiltraciones de información por corrupción en la propia institución del ministerio 

1 Instituto Nacional de Geografía y Estadística, 2024, Encuesta Nacional de Victimización de 
Empresas, hiL1s tlwww tne.;¡t ora mx/contentdos/saladepren::;a/bolettnes/2024/ENVE/ENVE24 ¡:,df 
consultado el 7 de agosto de 2025. 
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público, o bien por pesquisas realizadas por las diversas autoridades, se 

provocarán represalias por haberles denunciado, como lamentablemente 

presuntamente ha ocurrido en el país, y en el Estado2
. 

Con lo anterior, se estimula mayor incedencia de extorsiones, al verse 

recompensadas las conductas criminales, generándose un círculo vicioso de 

proliferación de este delito. 

Por su parte el Consejo de la Judicatura Federal, ha sido coincidente también al 

plantear diversas reformas integrales al Sistema de Justicia en México, 3 pues 

identifican como un gran problema la desconfianza de la sociedad hacia el sistema 

de justicia, considerando que el mismo deriva de la baja participación de la 

sociedad civil misma dentro del proceso, así como la falta de sensibilidad, lentitud 

y falta transparencia por parte de las autoridades que toman conocimiento de los 

hechos, y realizan los actos de investigación. 

En virtud de lo anterior, podemos concluir que el mayor de los problemas 

relacionados con este delito, es la desconfianza general de la sociedad a los 

ministerios públicos, institución que si bien juega un papel protagónico en el 

sistema de justicia penal, en defensa de los "bienes jurídicos la sociedad en 

general" y no únicamente de los "derechos del Gobierno"; por lo que existe una 

gran área de oportunidad para que los ministerios públicos "se dejen ayudar más" 

2 https://elpals.com/me;<ico/?024-08-01/empresanos-en la-mira-del·cnmen-la-~ªr)uncia-de­

extorsJones-a-los-negoClos-se~paga-coo-la-vida html Consultado el 8 de agosto de 2025. 

3 Reforma Integral al Sistema de Justicia en México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Consejo de la Judicatura Federal, disponible en: 
httQS . .Iwww sc¡n gob. mxfsltes/defaultff¡les/aqenda/documento/2024-09/reforma~Jnteoral-al-sistema­
de-tustlcJa-en-mexico pdf consultado el 8 de agosto de 2025. 
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y permitan que las víctimas en sentido amplio, ejerzan sus derechos dentro del 

proceso. 

Por ello es necesario primero analizar el hecho delictivo y adoptar una perspectiva 

más amplia para entender el delito de la extorsión, y en concreto considerar todos 

los bienes jurídicos que tutela su tipificación en los Códigos Penales. 

En efecto la extorsión es considerado en primer término como un delito que afecta 

el bien jurídico "Del Patrimonio" de las personas en lo individual, en primer término 

por estar contemplado en el Título Décimo Noveno del Código Penal para el 

Estado de Tamaulípas, y Vigésimo Segundo del Código Penal Federal. 

Sin embargo, es necesario reconocer que con su comisión en sus diversas 

modalidades, como la "extorsión telefónica" o el cobro por "derecho de piso"; en 

realidad se lesionan con igual o mayor magnitud bienes jurídicos importaritístimos 

de la colectividad, como lo son la seguridad, y el derecho a la paz pública, así 

como el derecho a la verdad y el derecho a la justicia, bienes que no son tanto 

propios del Estado en sí, sino de la sociedad en general. 

Por otra parte, en necesario identificar que el sistema penal acusatorio y 

adversaria! desde su creación en 2008 se distinguió por la ampliación de los 

derechos del imputado y su defensor, frente al Estado, y en particular frente al 

ministerio público; sin embargo los derechos de las víctimas directas e indirectas, 

ejercidos con asistencia del asesor jurídico, han quedado un tanto relegados y en 

segundo plano dentro del proceso, pues particularmente en los delitos que se 

persiguen de oficio, como lo es la extorsión en el Estado de Tamaulipas, y en otras 

entidades del país, su intervención es desplazada por la actividad del ministerio 
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público como "el único representante social': careciendo las personas a pesar de 

ser denunciantes del mismo, a los registros de las carpetas, ni cuentan con la 

posibilidad de recurrir las determinaciones que en no pocas ocasiones, y con ello 

se fomenta la discresionalidad del ministerio público, situación que fomenta la 

impunidad, lo anterior por considerar que el bien jurídico que defiende el ministerio 

público a la seguridad, la paz, la justicia, entre otros, son del Estado. 

En ese sentido, resulta relevante poner sobre la mesa que en aras de fortalecer la 

equidad procesal entre las partes particularmente entre víctima e imputado; la 

realidad social de la criminalidad relacionada al delito de extorsión y su vinculación 

inherente a la delincuencia organizada, el riesgo de los denunciantes y víctimas de 

delitos en recibir represalias, estamos a tiempo de dialogar en el plano nacional 

para reconocer que el ministerio público, tiene entonces un conflicto de interés 

natural al "representar al mismo tiempo", intereses que en ocasiones resultan 

contrapropuestos. 

Por un lado, debe defender los intereses de la "colectividad" como lo es en 

abstracto defender bienes jurídicos de la sociedad y personalísimos de las 

víctimas, pero tamién por otra parte, tutelar los derechos de las víctimas conforme 

a su voluntad, en particular su derecho a la verdad, el castigo del culpable, y la 

reparación del daño; pero por último debe atender a los intereses del Estado, en 

aspectos de economía procesal y política criminal; resultando en el deber de 

atender 3 perspectivas y directrices distintas que en no pocas ocasiones que 

pueden colisionar. 
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Lo anterior, se refleja por ejemplo, en situaciones en que la víctima puede tener un 

interés preponderante en arreglarse patrimonialmente con el agresor para que le 

sea reparado el daño, pero el ministerio público tiene por el contrario un interés de 

política criminal de lograr detenciones y sentencias condenatorias que "alejen de 

las calles a personas con historial delictivo y alta peligrosidad. 

Por el contrario, habrá otros casos en que el ministerio público, impulse y oriente 

la investigación para lograr criterios de oportunidad, en que por política criminal, 

quiera perseguir a liderazgos del grupo delictivo del que forma parte, y en cambio 

la víctima solo tenga interés particular en que dicho delincuente sea declarado 

culpable y compurgue una pena, como castigo a su conducta, sin importarle si 

quiera la restitución patrimonial, toda vez que la voluntad de la víctima, es tan 

diversa como su situación frente al delito, como diversa también puede ser la 

directriz del Plan de Persecusión Penal de la Fiscalía en funciones. 

Por otra parte, el distanciamiento entre los intereses de las víctimas y el ministerio 

queda patente, cuando ocurren casos en que, faltando a los principios que rigen a 

la procuración de justicia, el ministerio público y las policias se abstiene de 

investigar las conductas señaladas en las denuncias, filtran los actos de 

investigación a los indiciados para destruir indicios, o incluso revelan la identidad 

de los denunciantes. 

En efecto en los ejemplos señalados, queda patente la necesidad de dejar de lado 

los criterios dogmáticos formalistas que excluyen a algunas víctimas o 

asociaciones de víctimas, en ocasiones también denunciantes del proceso penal 

en delitos perseguibles de oficio; pues estamos convencidos de que a mayor 

participación social en la investigación del delito, habrá mayores resultados en la 
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lucha contra la impunidad, al actuar las víctimas, en su carácter de persona física, 

o cuando se trata de personas morales en los términos de la iniciativa, como 

"supervisores naturales" del desempeño del ministerio público y las policías, 

constituyéndose como una gran contralora social. 

En efecto considerando que las asociaciones civiles que promueven derechos de 

víctimas, como organizaciones vecinales, u organizaciones promotoras de 

derechos humanos de víctimas de delitos, así como las organizaciones 

empresariales que representan los intereses de sus afiliados, son vehículos 

idóneos de la sociedad civil organizada, que legítimamente pueden y tienen la 

gran oportunidad de contribuir, en los casos que estimen pertinentes, en la 

representación legal de sus afiliados cuando los mismos sean víctimas directas del 

delito de extorsión, maximizando el derecho a la defensa adecuada, y haciendo 

realidad el Principio de Participación Conjunta establecido en la Ley General de 

Víctimas; y siguiendo experiencias similares y exitosas como la Italiana 4 en que 

las cámaras industriales han tenido un papel protagónico en la representación 

legal de víctimas y la promoción de la cultura de prevención y la denuncia. 

En ese sentido el marco legal actual, a pesar de establecer dicho principio, no 

reconoce el carácter de víctimas a dichas organizaciones civiles, empresariales, 

pues bajo el entendimiento actual se les dificulta acreditar daño o menoscabo 

directo en "sus bienes jurídicos", incluso cuando asisten como denunciantes en el 

proceso. 

4 Sciandra. The Center for Study of Democracy, disponible en hitps://ccff 1cfs. dS/wp-
.... ontenUuplc:ads/2016/1 1/SpanJsh-semtnar-ltallar E.~~.penence--BOOK.pdf consultado el8 de agosto 
de 2025. 
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Es decir no se ha logrado vencer la visión de que la víctima solo es aquella que 

acredita el daño patrimonial de manera individual; lo anterior a pesar de que como 

ocurre con otros derechos sociales, la comunidad y las organizaciones de la 

sociedad civil son titulares de derechos colectivos en tratándose de derechos 

económicos, ambientales y sociales, y por ende se les ha reconocido desde hace 

décadas interés jurídico y legítmo en diversas instancias para interponer diversos 

denuncias, juicios de amparo y diversos recursos en la defensa de sus derechos, 

como de sus representantes como en el caso de los grupos vulnerables. 

En efecto consideramos que el derecho a la paz, la tranquilidad y la seguridad la 

justicia y la verdad, son auténticos y exigibles bienes jurídicos, que al ser dañados 

por el hecho delictivo de la extorsión, resulta necesario reconocer que nace un 

interés jurídico tanto para quienes acceden a pagar dichas cuotas, empresas y 

personas físicas como víctimas directas, así también para las asociaciones civiles 

y cámaras empresariales de las que forman parte, y que sean reconocida dicha 

función en sus estatutos. 

Con lo anterior, se dejarán atrás concepciones en las cuales se ha considerado 

que el bien jurídico es sólo del Estado, y el ministerio público constituye su único 

representante social; situación que como hemos ejemplificado anteriormente es de 

hecho, una interpretación regresiva, que promueve el aislamiento de las víctimas 

directas, fomenta el actuar discresional del ministerio público, y por ende es y ha 

sido causa de mayor impunidad. 

Superando dicha visión estatista, algunos Tribunales como el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Penal y Administrativa del Quinto Circuito al resolver el 

Amparo en Revisión 208/2024 consideró que: 
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"De una interpretación amplia del concepto de víctima se desprende que la 

persona que denuncia un hecho con apariencia de delito, cuyo titular del bien 

jurídico tutelado es el Estado o la sociedad en general, puede considerarse con 

ese carácter en la carpeta de investigación respectiva, si su comisión afecta sus 

derechos fundamentales." 

"Conforme a los artículos 108 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 4 

de la Ley General de Víctimas, 5 de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 

Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, 1, 2 y 18 de la 

Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 

delitos y del abuso del poder, adoptada el 29 de noviembre de 1985 por la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU), y en atención al criterio desarrollado 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la obligación de respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos de la víctima u ofendido por la comisión de un 

delito no se limita únicamente al rubro económico (reparación del daño), sino que 

tiende a la protección integral de sus derechos, como el derecho a la verdad y el 

derecho a la justicia. 

Si bien el punto de partida para establecer quién es ofendido resulta efectivamente 

en relación directa con la afectación que se causa al bien jurídico tutelado, lo cierto 

es que no ocurre lo mismo con el concepto de víctima, pues éste comprende a 

toda persona que haya sufrido un daño, peligro de daño, menoscabo o lesión a 

sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de un delito, sin que para esta 

figura se exija la identidad del afectado con el titular del bien jurídico tutelado. 

Para negar el carácter de víctima a una persona en una carpeta de investigación, 

no basta que se instruya por hechos constitutivos de un delito en el que el sujeto 

pasivo sea difuso, indeterminado o genérico, sino que lo relevante para decidir 

sobre tal carácter estriba en analizar si la persona que pretende ese 

reconocimiento ha sufrido un menoscabo o afectación producido por la 

conducta delictiva derivada de los hechos denunciados, pues no es lo 

mismo denunciar el hecho ilícito por el mero interés cívico, que hacerlo 

porque de manera directa o indirecta le prive, incida, afecte o disminuya un 
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derecho fundamental que le corresponda, pues debe entenderse que en este 

último caso, el interés deriva de reclamar esa conducta para remover un 

obstáculo que impide el pleno ejercicio de ese derecho. 5 

De manera análoga en materia de derecho administrativo disciplinario en materia 

de hechos de corrupción, y aplicable por analogía a la materia penal, la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de 

Tesis 253/2022 avaló una decidido intervención de los denunciantes como 

contralores sociales. 

Para sostener su fallo por unanimidad, consideró como estándares 

interamericanos en materia de combate a la corrupción y derechos humanos, por 

parte de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos que resulta crucial 

"contar con mecanismos de control judicial que permitan verificar la legitimidad de 

las actuaciones de investigación que llevan adelante las autoridades encargadas 

de las mismas. Ello es así, pues las garantías del debido proceso evitan que, 

cubiertos por el manto de una obligación de medios y no de resultados, las 

autoridades se permitan excluir pruebas, investigar responsabilidades o involucrar 

y/o excluir autoridades cuando esto no es conveniente para los intereses de quien 

investiga. 6 

En virtud de lo cual consideramos de avanzada y en la tónica de los convenios 

internacionales en materia de justicia y combate a la corrupción, el reconocerle a 

las víctimas, y a las organizaciones de la sociedad civil organizada de las que son 

miembros; mayores derechos procesales para defensa de sus intereses al interior 

del proceso penal, sin caer en el exceso de brindar derechos procesales a 

5 https://sjfsemanal . scjn. gob. mx/detalle/tesis/2029949 
6 https://sjf2.scjn. gob. mx/detalle/ejecutoria/29993 
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cualquier interesado simple, poniendo en riesgo sin justificación la reserva de las 

carpetas de investigación y la efectividad del sistema de justicia. 

En ese sentido queda claro que confome al espíritu del derecho victimal, y por 

citar ejemplos concretos en una comunidad vecinal en la que los vecinos estan 

sufriendo de cobro por derecho de piso7 o en tratándose de agremiados de 

comercios, restaurantes, o de industria, también sus agremiados padecen de 

extorsiones; las lesiones a la seguridad, a la paz, la justicia y la verdad, la 

tranquilidad, se está afectando también los bienes jurídicos de dichas 

organizaciones sociales y empresariales, sin menoscabo de las afectaciones 

individuales al patrimonio de las víctimas directas que accedieron a pagar, y 

también sin menoscabo de la obligación del ministerio público como representante 

social y del Estado para investigar y perseguir el delito. 

En efecto por lo anterior consideramos viable y conveniente adecuar en la Ley 

General de Víctimas, así como en la Ley de Cámaras Empresariales y sus 

Conferaciones, para que se estimule la intervención de las asociaciones 

promotoras de los derechos humanos de las víctimas, así como de las cámaras 

empresariales, que aglutinen a unidades económicas víctimas de delitos; para 

representarles legalmente en beneficio de los intereses de sus afiliados y de su 

propia organización, dentro del ejercicio de los derechos de las víctimas del delito 

de extorsión, terminando así con el aislamiento social de las víctimas; 

coadyuvando en la cultura de prevención del delito, y fomento a la cultura de 

denuncia. 

7 https://www.infobae.com/mexico/2024/04/26/impuesto-por-arboles-el-nuevo-negocio-del-cartel­
del-golfo-en-tamaul ipas/ 
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Asimismo se propone también reformar dos apartados del artículo 20 de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, para ampliar los supuestos 

de reserva de identidad de las víctimas directas del delito de extorsión, y 

recíprocamente limitar el derecho de los imputados para conocer su identidad en 

dichos casos, en desarrollo del primero de los Objetos del proceso penal, la 

Protección del Inocente. 

Por útlimo se propone en el Código Nacional de Procedimiento Penales, el 

reconocimiento de víctimas de conformidad a la Ley de la materia, es decir Ley 

General de Vicitimas, en aras de mayor uniformidad de criterios y en atención al 

párrafo segundo del artículo primero de dicha Ley que dispone expresamente que 

"En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el 

Congreso, se aplicará siempre la que más favorezca a la persona." 

Terminando con ello antinomias legales, que representan problemas para los 

operadores jurídicos y terminan por menoscabar derechos victimales. 

En virtud de lo anterior se somete a consideración de esta Diputación Permanente, 

el siguiente, proyecto de 

PUNTO DE ACUERDO. 

Artículo Único. La Legislatura 66 del Congreso del Estado Libre y Soberano de 

Tamaulipas solicita a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión para que 

dé trámite a la Iniciativa con proyecto de Decreto mediante la cual se reforman 

diversos artículos en los siguientes términos: 
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DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 20 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

Artículo Único. Se reforma el artículo 20 de la constitución Política de los 

Estados Unidos para quedar como sigue: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los 

principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

A. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

l. 

11. 

111. A que se le informe, tanto en el momento de su detención como 

en su comparecencia ante el Ministerio Público o el juez, los 

hechos que se le imputan y los derechos que le asisten. 

Tratándose de delincuencia organizada, o del delito de 

extorsión la autoridad judicial podrá autorizar que se mantenga 

el nombre y datos del acusador. 

C. De los Derechos de la Víctima u Ofendido. 

l. 

11. 

111. 

IV. 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los 

siguientes casos, cuando sean menores de edad, cuando se trate 
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de delitos de violación, trata de personas, secuestro, extorsión o 

delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea 

necesario para su protección, salvaguardando en todo caso, los 

derechos de la defensa. 

TRANSITORIOS. 

ARTÍCULO ÚNICO. El Presente Decreto surtirá sus efectos a partir de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY 

GENERAL DE VÍCTIMAS. 

Artículo Único. se reforma el artículo 6 de la Ley General de Víctimas 

para quedar como sigue: 

Artículo 6. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

XIX. Víctima. Persona física que directa o indirectamente ha sufrido 

el daño o el menoscabo de sus derechos producto de una violación 

de derechos humanos o de la comisión de un delito, incluyendo las 

asociaciones de la sociedad civil de las que forme parte, y las 
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cámaras empresariales a las que se encuentre afiliado, en las 

que se contemple como objeto social, la promoción de la 

prevención del delito, y en tratándose del delito de extorsión, 

previa solicitud de parte interesada, la interposición de las 

denuncias que procedan ante las instancias competentes, y 

ejercer todos los derechos y recursos para la defensa y 

restitución de los derechos, de sus miembros, y de la la 

Asociación o Cámara respectivamente. 

TRANSITORIOS. 

ARTÍCULO PRIMERO. El Presente Decreto surtirá sus efectos a 

partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

ARTÍCULO SEGUNDO. La Secretaría de Seguridad y Protección 

Ciudadana, La Secretaría de Gobernación y la Comisión Ejecutiva 

de Atención a Víctimas, incorporará en la Estrategia Nacional contra 

la Extorsión la participación de la sociedad civil organizada en los 

términos del presente Decreto. 

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 108 Y 109 

DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
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Artículo Único se reforman los artículos 1 08 y 109 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales para quedar como sigue: 

Artículo 1 08. Víctima u Ofendido. 

Para los efectos de este Código, se considera víctima del delito al 

sujeto pasivo que resiente directamente sobre su persona la 

afectación producida por la conducta delictiva, así como a quienes 

se determine con dicho carácter en la Ley General de Víctimas. 

Asimismo, se considerará ofendido a la persona física o moral titular 

del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por la acción u 

omisión prevista en la ley penal como delito. 

En los delitos cuya consecuencia fuera la muerte de la víctima o en 

el caso en que ésta no pudiera ejercer personalmente los derechos 

que este Código le otorga, se considerarán como ofendidos, en el 

siguiente orden, el o la cónyuge, la concubina o concubinario, el 

conviviente, los parientes por consanguinidad en la línea recta 

ascendente o descendente sin limitación de grado, por afinidad y 

civil, o cualquier otra persona que tenga relación afectiva con la 

víctima. 

La víctima u ofendido, en términos de la Constitución y demás 

ordenamientos aplicables, tendrá todos los derechos y prerrogativas 

que en éstas se le reconocen. 
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Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 

En los procedimientos previstos en este Código, la víctima u 

ofendido tendrán los siguientes derechos: 

XXVI. Al resguardo de su identidad y demás datos personales 

cuando sean menores de edad, se trate de delitos de violación 

contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, violencia 

familiar. secuestro. trata de personas. extorsión, o cuando a juicio 

del Órgano jurisdiccional sea necesario para su protección, 

salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa; 

TRANSITORIOS. 

ARTÍCULO ÚNICO. El Presente Decreto surtirá sus efectos a partir 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE REFORMA EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY 

DE CÁMARAS EMPRESARIALES Y SUS CONFEDERACIONES. 

Artículo Único. Se reforma el artículo 7 de la Ley de Cámaras 

Empresariales y sus Confederaciones para quedar como sigue: 

Artículo 7. Las Cámaras tendrán por objeto: 
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XVI. Promover entre sus agremiados la prevención del delito, y 

en tratándose del delito de extorsión, previa solicitud de parte 

interesada, interponer las denuncias que procedan ante las 

instancias competentes, y ejercer todos los derechos y 

recursos para la defensa de los intereses de la Cámara y sus 

afiliados para la defensa y restitución de sus derechos. 

TRANSITORIOS. 

ARTÍCULO PRMERO. El Presente Decreto surtirá sus efectos a 

partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se otorga un plazo de un año a todas las 

Cámaras para adecuar sus estatutos a lo dispuesto en esta Ley. 
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Dado en la Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado Libre y 

Soberano de Tamaulipas a los 11 días del mes de agosto del año dos mil 

veinticinco. 

ATENTAMENTE 

"POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS 

DIGNA PARA TODOS" 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAME~TARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAf . 

1 

DIP. PI\T 

Hoja de firmas de la lnciativa con Proyecto de Punto de Acuerdo por el que el Congreso del Estado 
Libre y Soberano de Tamaulipas, acuerda presentar una Iniciativa de reforma a diversos 
ordenamientos en materia de Combate al Secuestro. Firmada el 11 de agosto de 2025. Presentada 
por el Dip. Gerardo Peña Flores. 


